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RECURSO DE REVISIÓN  217/2017-1

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

congreso del estado DE SAN LUIS POTOSÍ y otraS autoridadES


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 10 diez de julio de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00225617 cero, cero, doscientos veinticinco mil seiscientos diecisiete, el 3 tres de abril de 2017 dos mil diecisiete la UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA DEL CONGRESO DEL ESTADO recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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SISTEMA INFOMEX

Datos de la solicitud 1

Tipo de Captura

Tipo de Solicitud
Dependencia que recibe la solicitud
Descripcion de la solicitud de informacion

EPORTE

Archivo adjunto de la solicitud

Electrénica
Informacién Publica
H. Congreso del Estado de San Luis Potosi

[PROPORCIONE UN DESGLOSE DE LOS GASTOS MEDICOS MENORES
[EFECTUADOS POR LA DIPUTADA REBECA TERAN GUEVARA, POR LA CANTIDAD
[DE $9,350.01 SEGUN CHEQUE NUMERO 65348 DE FECHA 2 DE FEBRERO DE

(No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte





PROPORCIONE UN DESGLOSE DE LOS GASTOS MEDICOS MENORES EFECTUADOS POR LA DIPUTADA REBECA TERAN GUEVARA, POR LA CANTIDAD DE $9,350.01 SEGUN CHEQUE NUMERO 65348 DE FECHA 2 DE FEBRERO DE 2017, ASI COMO LOS COMPROBANTES FISCALES QUE AMPARAN DICHOS GASTOS.

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 20 veinte de abril de 2017 dos mil diecisiete el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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En atencién a la solicitud de informacién, me permito hacer de su conocimiento que la misma se encuentra disponible en medios
electrénicos, por lo que puede consultarla en este sistema. NOTA: La informacién puede venir en archivo adjunto, favor de
verificarla. Gracias por ejercer su derecho a la informacion

Descripcion de la respuesta terminal

Archivo adjunto de respuesta terminal
Capacidad Max. 30MB

[Con fundamento en lo establecido por los articulos, 6° parrafo segundo de la
Constitucion Politica de los Estados Unidos Mexicanos; 17 fraccién 111, de la
Constitucién Politica del Estado de San Luis Potosi; articulo 3, fraccién XI, 60

A
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(No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte




Con fundamento en lo establecido por los artículos, 6° párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 fracción III, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; artículo 3, fracción XI, 60 Segundo Párrafo, 61, 154, y 160 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; en respuesta a su solicitud de información Pública Infomex con número de Folio 00225617 de fecha 03 de abril del 2017, la cual quedó registrada en esta Unidad bajo el número 480/17, por este medio le informo:

Que de acuerdo a la respuesta proporcionada por la Oficialía Mayor a esta Unidad de Información Pública, mediante Oficio No. 1144/17 de fecha 20 de abril de 2017, en la cual informa lo siguiente:

“Me permito informarle que de acuerdo a lo que establecen los artículos 3º fracción XI y Fracción XVII y al artículo 138 primer y segundo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y con el objeto de dar cumplimiento a lo que establece el artículo 24 primer párrafo y fracción segunda de la referida Ley, le comento que no estamos obligados a proporcionar la información que solicita el peticionario toda vez que la documentación solicitada refiere datos personales relativos al estado de salud de la Diputada Rebeca Terán Guevara.”

Así mismo y en atención a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 154 Tercero Párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se hace de su conocimiento que para cualquier inconformidad relacionada con la respuesta a su solicitud de información, puede interponer recurso de revisión ante la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública (CEGAIP) en un plazo que no exceda 15 días hábiles, conforme a lo que establecen los artículos, 167 y 166 de la ley citada. 

En espera de cumplir con las expectativas de su petición, reitero la disposición para servirle.

TERCERO. Interposición del recurso. El 20 veinte de abril de 2017 dos mil diecisiete, mediante registro RR00009117 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el  solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que al día siguiente quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 24 veinticuatro de abril de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 26 veintiséis de abril de 2017 dos mil diecisiete el Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-217/2017-1 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ a través de su TITULAR –en adelante CONGRESO–, de su OFICIAL MAYOR y su TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto el ponente expresó que el sujeto obligado por conducto del servidor público que compareciera debería acreditar su personalidad con el apercibimiento que, en caso de no hacerlo, sus manifestaciones no podrían ser tomadas en cuenta al momento de emitir la resolución correspondiente. 

Por otra parte, el ponente hizo saber a las partes que, una vez que fuera decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Además, apercibió a los sujetos obligados que en caso de ser omiso en manifestar lo que a su derecho convenga se aplicarían su contra la medida de apremio prevista en el artículo 190, fracción I de la Ley de Transparencia.

Por último, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados y ampliación del plazo para resolver. Por proveído del 17 diecisiete de mayo 2017 dos mil diecisiete el ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio LXI/UIP/131/2017, firmado por el JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA DEL CONGRESO.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

Por otra parte, el ponente por auto del 7 siete de junio y en cumplimiento a los acuerdos de Pleno CEGAIP-198/2016 y 199/2016 del día 14 catorce de julio, amplió el plazo para resolver el presente asunto.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél quien le pudiera deparar perjuicio.
CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 20 veinte de abril de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 21 veintiuno de abril al 16 dieciséis de mayo. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 22 veintidós, 23 veintitrés, 29 veintinueve y 30 treinta de abril, así como los días 1 uno, 5 cinco, 6 seis, 7 siete, 10 diez, 13 trece y 14 catorce de mayo.

· Consecuentemente si el 21 veintiuno de abril de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   

QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados  atribuidos a los sujetos obligados en virtud de que el JEFE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado así lo reconoció en su informe.

Lo mismo sucede para el TITULAR del sujeto obligado en virtud de que, a pesar de que fue omiso en rendir el informe que le fue solicitado, así se desprende de autos ya que en la especie por tratarse de una solicitud de acceso a la información pública, ésta fue dirigida al CONGRESO.


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.
SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  


7.1. Agravios. El recurrente expresó como agravios:
La negativa de proporcionar la información solicitada y que consistía en los comprobantes fiscales que sustentaban el gasto referido, toda vez que la razón no se sustentaba en el procedimiento establecido en la ley de la materia.

7.1.1. Agravio fundado.
Ante todo, es necesario precisar que, en este asunto el sujeto obligado no negó la información por no poseerla, sino porque de acuerdo a él, como quedó visto en la respuesta, dicha información es confidencial.

Aclarado lo anterior, le asiste la razón al recurrente porque en el caso, el sujeto obligado no realizó un examen exhaustivo de la solicitud de acceso a la información pública relacionado con la utilización de los recursos públicos con miras al principio de máxima publicidad de la información relacionado con los datos personales.
En efecto, el artículo 6°, cuarto párrafo, inciso A, fracciones I y II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

Artículo 6o…

[…]

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.


De dicho precepto, tenemos que se debe de observar que las entidades federativas en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

·  Toda la información en posesión del poderes Legislativo que reciba y ejerza recursos públicos es pública –y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes–.

·  Que en la interpretación de ese derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. 
·  Que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

· Que la información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

En el caso, el sujeto obligado no atendió el principio de máxima publicidad que en este asunto significa que, aquél debió de ponderar hasta dónde y en qué forma el ahora recurrente podía acceder a la información, pues se trata eminentemente de la utilización de recursos públicos y, éstos tienen relevancia en darse a conocer, incluso de acuerdo a lo que el solicitante pidió.


Lo anterior, se afirma porque el legislador local rompió esa barrera de confidencialidad, ya que al definir la información confidencial expuso:

ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

[…]

XVII. Información confidencial. la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales; la que se refiere a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; así como aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a entregarla con ese carácter; y toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales;  

De ese precepto con su fracción tenemos que, nos dice qué se considera como información confidencial, empero, contiene la condicionante de cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos, o en otras palabras, si hay utilización de recursos públicos, la información es de aquélla que deba de ser pública, siempre y cuando también, no trastoque aquélla información considerada como confidencial y sensible en un grado mayor de protección.

Lo anterior se ejemplifica con el propio asunto de que se trata, ya que el ahora recurrente pidió a la autoridad:


a) El desglose de los gastos médicos menores y,


b) Los comprobantes fiscales,


Lo anterior en virtud del cheque 65348 del 2 dos de febrero de 2017 dos mil diecisiete efectuados por la diputada Rebeca Terán Guevara, por la cantidad de $9,350.01 –nueve mil trescientos cincuenta pesos, un centavo moneda nacional–.


Es decir, que al utilizar recursos públicos, el sujeto obligado debió de ponderar transparentar esa información, mediante la entrega de los documentos, pues lo que se pretende es la comprobación de la utilización de los recursos públicos y no, en todo caso, los padecimientos patológicos, enfermedades, o cualquier otro diagnostico médico que pudiese padecer quien utilizó esos recursos públicos.


Consecuentemente el sujeto obligado debió de ponderar el acceso a la información de la comprobación de los recursos públicos y cuidar a la vez, los datos confidenciales o sensibles que se desprendieran de esas comprobaciones.


¿Cómo puede hacer lo anterior el sujeto obligado?


La respuesta a la anterior interrogante nos la proporciona la propia Ley de Transparencia ya que fue el propio legislador quien, estableció la posibilidad de acceder a la información mediante la versión pública de los documentos.

Para lo anterior, los artículos 3°, fracción XXXVIII y 125 de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

[…]

XXXVII. Versión pública: el documento o expediente en el que se da acceso a información, eliminando u omitiendo las partes o secciones clasificadas.

ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.

Los preceptos citados son enfáticos, al establecer que:

·  La Versión pública es el documento o expediente en el que se da acceso a información, eliminando u omitiendo las partes o secciones clasificadas.

·  Y que cuando un documento contenga partes o secciones confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.


Además de que, el sujeto obligado, por ser autoridad, conoce los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, es decir, que debió atender la máxima publicidad, pues como regla debió de entregar la información sobre la utilización de los recursos públicos –documentos solicitados– y como excepción, testar todos aquéllos datos que pudiesen revelar algún tipo de información confidencial, pero no como lo hizo el sujeto obligado en el sentido de afirmar que toda la información es confidencial.

Máxime que, el sujeto obligado –JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA y que este en sus alegaciones
 expresó que el OFICIAL MAYOR reiteró su respuesta en el sentido de que esa información era confidencial–   afirmó por afirmar que toda la información era confidencial, sin seguir siquiera el procedimiento establecido en el artículo 52, fracción II
 de la Ley de Transparencia en cuanto a que es el Comité de Información quien tiene la facultad de determinar si confirma, modifica o revoca las determinaciones que en materia clasificación de la información realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados, o sea, que durante el recurso no se comprobó que la clasificación de la información haya pasado para estudio del Comité de Información.

Así pues, atender a la respuesta tal y como lo hizo el sujeto obligado, sería tanto como contradecir el citado principio de máxima publicidad, pues bastaría para negar la información, que el documento en donde se comprueba que se utilizaron recursos públicos tuviese un solo dato confidencial para negar toda la información o acceso al documento.


Por todo lo anterior el agravio resultó fundado por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.   

7.2. Modalidad de entrega.


Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 

[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…

ARTÍCULO 155. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega.

En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Y que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.


De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 


En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si éste presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.


Por ende, si la solicitud de acceso a la información pública la recurrente la presentó ante el sujeto obligado mediante la Plataforma Nacional de Transparencia, resulta claro que el sujeto obligado debe de dar preferencia en proporcionar el documento por esa vía de conformidad con el criterio citado.


Por último, en caso de que el sujeto obligado deba de elaborar la versión pública de los documentos y, para ello deba de tener un costo para el solicitante, entonces, debe de proporcionar todos aquéllos elementos tales como:


a) Los costos de reproducción.


b) Los costos de envío.


c) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos pagos.


d) De cuántas fojas constan los documentos.


e) En la medida de lo posible, los tiempos de reproducción –una vez que ha realizado el pago de la reproducción– y los tiempos de entrega.


f) Preguntar al solicitante mediante el correo electrónico que éste proporcionó para oír y recibir notificaciones, en dónde reside, para en caso de que no fuese de esta capital, entidad federativa o incluso país, proporcionarle los gastos de envío para la obtención de la información. 


g) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la información.

7.3. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado los agravios que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los sujetos obligados y, por lo tanto los conmina a que emita otra respuesta en la que permita el acceso a la información en versión pública sobre:
a) El desglose de los gastos médicos menores y,



b) Los comprobantes fiscales,


Lo anterior de acuerdo al cheque 65348 del 2 dos de febrero de 2017 dos mil diecisiete efectuados por la diputada Rebeca Terán Guevara, por la cantidad de $9,350.01 –nueve mil trescientos cincuenta pesos, un centavo moneda nacional–.


7.4. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que el sujeto obligado debe de seguir el procedimiento para la ponderación de qué datos son confidenciales y cuáles públicos de acuerdo a la Ley de Transparencia y los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas.
· La información debe de entregarse preferentemente en la modalidad solicitada y en caso de contener un costo entonces la autoridad deberá de proporcionar todos aquéllos elementos tales como:

a) Los costos de reproducción.


b) Los costos de envío.


c) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos pagos.


d) De cuántas fojas constan los documentos.


e) En la medida de lo posible, los tiempos de reproducción –una vez que 
ha realizado el pago de la reproducción– y los tiempos de entrega.

f) Preguntar al solicitante mediante el correo electrónico que éste proporcionó para oír y recibir notificaciones, en dónde reside, para en caso de que no fuese de esta capital, entidad federativa o incluso país, proporcionarle los gastos de envío para la obtención de la información. 

g) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la información. 


7.5. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

7.6. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.7. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE

                   MTRO. ALEJANDRO 

                    LAFUENTE TORRES 
	              COMISIONADA 
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	COMISIONADA 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 217/2017-1 QUE FUE INTERPUESTA EN CONTRA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 10 DIEZ  DE JULIO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en la foja 1 de autos. 


� Visible en la foja 1 y 2 de autos. 


� Visible en la foja 18 de autos. 





� ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones: […] II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados; 


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.





